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 Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante, en oposición a la sentencia proferida el 18 de julio de 

2025 por la Delegatura de Asuntos Jurisdiccionales de la 

Superintendencia de Industria y Comercio, dentro de la acción de 

protección a la propiedad industrial promovida por Mariva S.A.S. 

contra Elena del Mar Figura Total S.A.S. y Proyectos Visionarios S.A.S. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Pretensiones1. En la demanda subsanada y tras el decreto de 

medidas cautelares previas2, se solicitó declarar que las accionadas 

incurrieron en los actos de infracción marcaria previstos en los 

literales a) y d) del artículo 155 de la Decisión 486 de la Comunidad 

Andina. En consecuencia, se reclamó el retiro y destrucción de todas 

las existencias, material publicitario y piezas de difusión en cualquier 

medio que incorporen la expresión “Elena del Mar”, así como el cese 

inmediato y definitivo de su uso hasta tanto se emita sentencia. 

  

1.1. Además, sean condenadas al pago de los perjuicios causados, 

                                                 
1 Carpeta No. 013-MEMORIAL, archivo No. 24037453—0001500004.pdf. 
2 Carpeta No. 008-AUTO 22646-SE DECRETAN MEDIDAS CAUTELARES 
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conforme al sistema de indemnizaciones preestablecidas previsto en 

el Decreto 2264 de 2014 y en el canon 243 de la Decisión comunitaria. 

 

2. Sustento fáctico3. Se refirieron los siguientes hechos:  

 

2.1. Mariva S.A.S. es titular del registro marcario Elena del Mar 

Figura Total (mixta) con certificado No. 697239, vigente hasta el 27 de 

diciembre de 2031, el cual ampara productos comprendidos en la 

Clase 3 Internacional de Niza, con la siguiente representación: 

 

     

 
2.2. Pese a lo anterior, Elena del Mar Figura Total S.A.S. y 

Proyectos Visionarios S.A.S., han ofertado y comercializado productos 

rotulados con la expresión Elena del Mar, en sus establecimientos 

ubicados en Bogotá así como a través de sus canales de comercio 

electrónico, sin autorización alguna de la sociedad demandante.  

 

3. Trámite Procesal. La Superintendencia de Industria y 

Comercio admitió la demanda en auto del 12 de junio de 20244, 

providencia en la cual corrió traslado a las convocadas. 

 

3.1. Elena del Mar Figura Total S.A.S. y Proyectos Visionarios 

S.A.S. 5 propusieron la defensa de “contrato no cumplido” y sostuvieron 

que Mariva S.A.S., no efectuó el pago convenido con Helena Rodríguez 

de García por la cesión de los derechos marcarios celebrada entre 

ellas. Por lo tanto, afirmaron que aún conservan la facultad de usar la 

                                                 
3 Carpeta No. 013-MEMORIAL, archivo No. 24037453—0001500004.pdf. 
4 Carpeta No. 015-AUTO 60746-SE ADMITE DEMANDA 
5 Carpeta No. 017-CONTESTACION DEMANDA 
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marca, dado que no se ha perfeccionado el cambio de titular. 

 

3.2. Fracasada la conciliación, evacuados los interrogatorios y 

practicadas las pruebas (artículos 372 y 373 procesales), se profirió 

sentencia desfavorable a la demandante. 

 

4. Fallo acusado de primera instancia. En sentencia del 18 de 

julio de 20256, el a-Quo admitió que si existió comercialización de los 

productos identificados como “Elena del Mar” entre noviembre de 2023 

y abril de 2024, cuando se firmó un contrato de distribución entre la 

Mariva S.A.S y la convocada Elena del Mar Figura Total S.A.S.  

 

No obstante, dijo que no se acreditó que los bienes ofertados 

fueran apócrifos o distintos a los fabricados por su laboratorio. En ese 

orden, a partir del análisis de las pruebas practicadas en juicio, 

concluyó que los productos provenían de canales legítimos y que las 

demandadas habían sido distribuidoras autorizadas y preferentes de 

la marca antes del inicio de la acción, circunstancia que se veía 

reforzada por el vínculo familiar existente entre las representantes 

legales de las personas jurídicas involucradas. 

 

De esta manera, el a-Quo advirtió que, pese a la existencia de una 

cautela y sin anuencia de la Delegatura, las partes celebraron un 

contrato de distribución con vigencia de un año, circunstancia que 

solo fue conocida en audiencia. Al respecto, consideró que este hecho 

respaldaba la versión de las demandadas, en cuanto a que, como 

resultado de una relación comercial previa, los productos obedecían a 

remanentes adquiridos con anterioridad a la transferencia del signo. 

 

Por ende, negó las pretensiones al no demostrarse infracción a los 

literales a) y d) del artículo 155 de la norma andina. 

 

 

                                                 
6 Carpeta No. 032-AUDIENCIA No.3812 Y VIDEO 
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5. Apelación. Inconforme con la decisión, la defensa de la 

sociedad demandante, formuló en su contra recurso vertical.  

 

5.1. Sustentación del recurso7. La recurrente cuestionó la 

valoración probatoria en la forma que pasa a exponerse: 

 

5.1.1. Al haberse formulado en la demanda una negación 

indefinida respecto a la falta de autorización para comercializar los 

productos identificados con la marca “Elena del Mar”, las demandadas 

debían probar la legitimidad de su adquisición y comercialización. 

Esto, pues tales hechos se referían a operaciones económicas bajo su 

control y respaldadas en su contabilidad y, por lo tanto, su verificación 

solo podía provenir de las propias accionadas. 

 

5.1.2. No es cierto que entre las partes existiera una relación 

anterior al 17 de julio de 2022, fecha en la que un tercero cedió la 

marca a favor de la promotora. No obstante, además de que se tuvo 

esa situación por probada sin sustento alguno, le atribuyó efectos 

retrospectivos para convalidar la presencia de los productos en el 

mercado bajo la premisa equivocada de que estos habían sido 

fabricados y comercializados con anterioridad a la cesión marcaria. 

 

5.1.3. El contrato de distribución que se firmó, tras la práctica de 

las medidas cautelares previas, no estipuló efecto retroactivo alguno. 

 

 5.1.4. El Delegado omitió sancionar la inasistencia injustificada 

de las demandadas a la audiencia inicial, y desatendió las preguntas 

asertivas formuladas por el apoderado de Mariva S.A.S., de las cuales 

se derivaba la confesión tácita de la infracción marcaria alegada. 

 

5.1.5. Helena Rodríguez de García es una tercera ajena al litigio. 

El hecho de haber sido titular del registro, no está vinculado jurídica 

o probatoriamente con la representación legal que actualmente ejerce 

                                                 
7 Archivo No. 07SustentacionApelacion.pdf. 
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respecto de Elena del Mar Figura Total S.A.S. y Proyectos Visionarios 

S.A.S., por lo que esa circunstancia no resulta relevante para exonerar 

de responsabilidad a las demandadas. 

 

5.1.6. No hubo pronunciamiento alguno respecto de la conducta 

infractora que se enrostró a Proyectos Visionarios S.A.S. 

 

6. Dentro del término de traslado, la apoderada de la contraparte 

permaneció en silencio. 

 

7. Finalmente, analizada la línea argumentativa expuesta por el 

apelante, la Sala no encontró necesario suspender el trámite con 

fundamento en el artículo 123 del Estatuto del Tribunal de Justicia de 

la Comunidad Andina, por cuanto, conforme al Acuerdo 06-2023-

TJCA, las disposiciones objeto de controversia ya han sido objeto de 

interpretación prejudicial previa, cuyos criterios serán aplicados en la 

parte considerativa de esta providencia. 

 

II. CONSIDERACIONES. 

 

1. Observado que los presupuestos procesales se encuentran 

reunidos sin que concurra causal de nulidad con entidad para 

invalidar lo actuado, es procedente emitir pronunciamiento de mérito 

a la par de lo regulado en los artículos 327 y 328 del Código General 

del Proceso, limitado a las censuras presentadas por la parte apelante 

que fueron debidamente sustentadas. 

 

2. Y fijado este punto, advierte el Tribunal que el problema 

jurídico a resolver se centra en determinar si se acreditaron de 

manera suficiente los actos de infracción marcaria previstos en los 

literales a) y d) del artículo 155 de la Decisión 486 de 2000, atribuidos 

a las sociedades Elena del Mar Figura Total S.A.S. y Proyectos 

Visionarios S.A.S., con ocasión de la oferta y comercialización de 

productos identificados con la marca mixta “Elena del Mar”. 
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3. De la consulta obligatoria ante el TJCAN. 

 

3.1. El artículo 123 de la Decisión 500 del 2001 exige que “[d]e 

oficio o a petición de parte, el juez nacional que conozca de un proceso 

en el cual la sentencia fuera de única o última instancia, que no fuere 

susceptible de recursos en derecho interno, en el que deba aplicarse o 

se controvierta alguna de las normas que conforman el ordenamiento 

jurídico de la Comunidad Andina, deberá suspender el 

procedimiento y solicitar directamente y mediante simple oficio, 

la interpretación del Tribunal” (se destaca). 

 

3.2. No obstante, mediante Acuerdo 06-2023 del 07 de julio de 

2023, el Tribunal de Justicia comunitario emitió la guía para la 

aplicación del criterio jurídico del ‘acto aclarado’ en los eventos de 

interpretación prejudicial y, a partir de ésta, sustentó la ‘regla de los 

4 pasos’, la cual, una vez estudiada por esta Corporación, no advirtió 

necesaria la formulación de consulta obligatoria. 

 

Veamos. 

 

Prevé la guía del TJCAN que, liminarmente, es necesario 

“[d]eterminar si en el caso en concreto se requiere la aplicación o se 

controvierte una o más normas del ordenamiento jurídico de la 

Comunidad Andina” y, de ser afirmativo el cuestionamiento, verificar 

si existe un acto aclarado o interpretación prejudicial sobre el punto y 

que se halle publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena, 

caso en el que “no es necesario formular una nueva consulta”8. 

 

Al respecto, memórese que todos los reparos de Mariva S.A.S., 

gravitaron en la valoración probatoria dada por el juez a los medios 

suasorios y a la conducta pasiva de las accionadas que, en criterio del 

apelante, eran suficientes para tener por acreditada la infracción a los 

literales a) y d) del artículo 155 de la Decisión 486 de 2000, sobre las 

                                                 
8 www.comunidadandina.org/DocOficialesFiles/Procesos/ACUERDO06_2023_TJCA.pdf  

http://www.comunidadandina.org/DocOficialesFiles/Procesos/ACUERDO06_2023_TJCA.pdf
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cuales el Tribunal de Justicia se pronunció en las providencias 11-IP-

1996, 69-IP-2000, 129-IP-2013, 367-IP-2015 y 524-IP-2018, 

decisiones que serán objeto de análisis más adelante. 

 

3.3. Luego, en aplicación del Acuerdo 06-2023 y conforme se 

indicó en los antecedentes del presente asunto, no había lugar a 

suspender el trámite para solicitar interpretación prejudicial de las 

normas andinas, por cuanto ya existían pronunciamientos previos del 

Tribunal comunitario sobre las disposiciones invocadas.  

 

3.4. Por ende, solo resta decidir el fondo del asunto sometido al 

escrutinio de esta Colegiatura, tal y como pasa a desarrollarse. 

 

4. De la protección de los signos distintivos. 

 

4.1. Según el artículo 134 de la Decisión 486 de 2000 de la 

Comunidad Andina, marca es cualquier signo que sea apto para 

distinguir productos o servicios en el mercado.  

 

Su protección se da con el registro que tiene, según el canon 152 

ibid., una duración de diez años a partir de la fecha de su concesión, 

el cual es renovable por períodos sucesivos de igual extensión.  

 

4.2. Luego, ante la utilización indebida de un signo, el titular de 

la marca dispone, dentro del marco legal de protección, de la acción 

por infracción de derechos de propiedad industrial para prevenir y 

sancionar las conductas que vulneren su derecho exclusivo de uso. 

 

Esta vía se encuentra regulada en el título XV de la Decisión 486 

de 2000, frente a la cual ha dicho el Tribunal de Justicia comunitario 

que “los derechos de exclusión en referencia ‘pueden subsumirse en la 

facultad del titular del registro marcario para ‘impedir’ 

determinados actos en relación con el signo, o, en definitiva, para 

ejecutar las acciones del caso frente a terceros que utilicen en el tráfico 
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económico y sin su consentimiento un signo idéntico o semejante”9 en 

los términos que prevé la norma en cita.  

 

De ahí que “[l]a finalidad que persiguen las acciones derivadas del 

ius prohibendi está dirigida a evitar que el doble uso de una marca 

idéntica o similar introduzca confusión en el mercado’, lo que presupone 

la existencia de actos demostrativos del uso confundible del signo”10. 

 

4.3. En ese orden, el TJCAN sostiene que la acción por infracción 

a la propiedad industrial está integrada por las siguientes partes11: 

 

4.3.1. El sujeto activo, es decir, la persona facultada para 

promover la actuación y que corresponde al titular del derecho 

protegido. En algunos casos, el Estado, cuando la legislación interna 

faculte a los Países Miembros para iniciar de oficio el procedimiento. 

 

Así, es punto pacífico por no haber sido materia de apelación, que 

Mariva S.A.S., está legitimada en la causa para intentar la presente 

acción de protección a la propiedad industrial, en razón a los derechos 

que ostentan frente a la marca mixta ‘Elena del Mar’, según el 

certificado No. 697239 del 30 de septiembre de 2020 de la 

Superintendencia de Industria y Comercio, para identificar elementos 

de la Clase 3 de la Clasificación Internacional de Niza12. 

 

4.3.2. El sujeto pasivo que, en síntesis, obedece a “cualquiera que 

infrinja el derecho de propiedad industrial” o “que con sus actos pueda, 

de manera inminente, infringir los derechos de propiedad industrial. 

Esta es una disposición preventiva, pues no es necesario que la 

infracción se verifique, sino que basta que exista la posibilidad 

inminente de que se configure una infracción a los derechos”13. 

 

                                                 
9 Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. 69-IP-2000, reiterado en 129-IP-2013. 
10 Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. 11-IP-1996, reiterado en 129-IP-2013. 
11 Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. 367-IP-2015, reiterada en 524-IP-2018. 
12 Carpeta No. 010-MEMORIAL; archivo No. 24037453--0001200009.pdf. 
13 Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. 367-IP-2015, reiterada en 524-IP-2018. 
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No obstante, para la autoridad comunitaria, este aspecto depende 

de los supuestos fácticos propios del comportamiento imputado, en 

tanto cada infracción comporta actuaciones y elementos que deben 

valorarse conforme a las circunstancias específicas del caso. 

 

5. En ese orden, se tiene que Mariva S.A.S. atribuyó a Elena del 

Mar Figura Total S.A.S. y Proyectos Visionarios S.A.S., la comisión de 

dos de las conductas infractoras previstas en el canon 155 de la 

Decisión 486 de 2000, concretamente: i) la relativa a aplicar “la marca 

o un signo distintivo idéntico o semejante” sobre productos “para los 

cuales se ha registrado la marca, (…) vinculados a los servicios para los 

cuales ésta se ha registrado, o sobre los envases, envolturas, embalajes 

o acondicionamientos de tales productos” (literal a), y ii) el uso en el 

comercio de “un signo idéntico o similar a la marca respecto de 

cualesquiera productos o servicios”, cuando pueda causar “confusión o 

un riesgo de asociación con el titular del registro” (literal d). 

 

5.1. Frente al hecho del literal a), el TJCAN estableció tres 

escenarios de aplicación que catalogan la actuación del sujeto pasivo:  

 

“Supuesto I: aplicar o colocar la marca o un signo distintivo idéntico o 

semejante sobre productos para los cuales se ha registrado la marca. 

 

Supuesto II: aplicar o colocar la marca o un signo distintivo idéntico o 

semejante sobre productos vinculados a los servicios para los cuales 

esta se ha registrado. 

 

Supuesto III: aplicar o colocar la marca o un signo distintivo idéntico 

semejante sobre los envases, envolturas, embalajes acondicionamientos 

de tales”14. 

 

Hipótesis de las cuales se puede colegir, en palabras simples, que: 

 

La primera se configura cuando un tercero incorpora la marca 

directamente sobre los productos protegidos y se atribuye de manera 

directa su origen o procedencia empresarial. Por ejemplo, puede 

                                                 
14 Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. 367-IP-2015, reiterada en 524-IP-2018. 



Radicación: 11001319900120243745301  

10 

pensarse en el caso de quien comercializa calzado deportivo con el logo 

de “Nike” sin autorización, empleando así el signo registrado de forma 

ilegítima en igual categoría de bienes amparados por el registro. 

 

La segunda abarca el uso del signo en productos relacionados 

con los servicios para los cuales fue concedido el registro, generando 

la impresión de que existe algún vínculo comercial con el titular.  

 

Tal sería el caso de aquel que se vale de la marca “Starbucks” para 

vender cápsulas de café, pese a que la protección industrial refiere a 

servicios de cafetería. Así, aunque se trate de bienes distintos, 

pertenecen al mismo ámbito económico y pueden inducir a confusión. 

 

Finalmente, la tercera alude a los casos en que la infracción no 

recae directamente sobre el producto, sino sobre su presentación o 

empaque, mediante la utilización del signo protegido en los envases, 

envolturas o embalajes. Así ocurre, por ejemplo, con un comerciante 

que ofrece perfumes genéricos en cajas que reproducen el nombre y 

logotipo de “Chanel”, sirviéndose de la reputación y distintividad 

ajenas, pese a que los bienes no proceden del titular de la marca. 

 

5.2. Ahora bien, respecto a la conducta del literal d), el Tribunal 

comunitario detalló los elementos para calificar la conducta contenida 

en ese apartado de cara al comportamiento del sujeto pasivo, así: 

 

“a) El uso en el comercio del signo idéntico o similar en relación 

con cualquier producto o servicio. La conducta se califica mediante 

el verbo "usar". Esto quiere decir que se puede presentar a través de un 

amplio espectro de acciones en el que el sujeto pasivo utiliza la marca 

infringida: uso en publicidad, para identificar una actividad mercantil, 

un establecimiento, entre otras conductas. 

 

La conducta se debe realizar en el comercio. Es decir, en actividades 

que tengan que ver con el mercado, esto es, con la oferta y demanda de 

bienes y servicios. 

 

Prevé una protección especial con relación al principio de 

especialidad. Por lo tanto, se protegerá la marca no solo respecto de los 

productos o servicios idénticos o similares al que la marca distingue, sino 
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también respecto de aquellos con los cuales existe conexión por razones 

de sustituibilidad, complementariedad, razonabilidad, entre otros. 

 

b) Posibilidad de generar riesgo de confusión o de asociación. Para  

que se configure la conducta del tercero no consentido, no es necesario 

que efectivamente se dé la confusión o la asociación, sino que exista la 

posibilidad de que esto se pueda dar en el mercado. 

 

c) Evento de presunción del riesgo de confusión. La norma prevé 

que, si el signo utilizado es idéntico a la marca registrada y pretende 

distinguir además productos o servicios idénticos a los identificados por 

dicha marca, el riesgo de confusión se presumirá. Para esto, se debe 

presentar una doble identidad, vale decir que los signos como los 

productos o servicios que identifican deben ser exactamente iguales”15. 

 

En síntesis, esta infracción se configura cuando un tercero usa 

en el comercio un signo idéntico o similar a una marca registrada, ya 

sea en publicidad, empaques o identificación de productos o servicios, 

sin autorización del titular, dentro de actividades relacionadas con la 

oferta o demanda de bienes o servicios. El análisis parte del supuesto 

según el cual los bienes o servicios en los cuales se emplea el signo 

no son auténticos ni provienen del titular del registro, pues, en 

caso contrario, no existiría infracción.  

 

Además, no se requiere que la confusión se produzca de manera 

efectiva, basta con que sea posible que el consumidor asocie de forma 

errónea el origen empresarial. Incluso, cuando el signo y los productos 

son idénticos, la ley presume el riesgo de confusión. 

 

Así, por ejemplo, si un comerciante vende imitaciones de relojes 

identificados con el nombre y logo de “Rolex”, está empleando en el 

comercio un signo idéntico para mercancía de idéntico tipo, generando 

un riesgo evidente de asociación que la norma presume sin necesidad 

de prueba adicional de haberse lucrado el mismo. 

 

6. Aclarado lo anterior, advierte el Tribunal que el material 

probatorio aportado es insuficiente para acreditar la configuración de 

                                                 
15 Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. 367-IP-2015, reiterada en 524-IP-2018. 
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las conductas previstas en los literales a) y d) del artículo 155 de la 

Decisión 486 de la Comunidad Andina. Veamos. 

 

6.1. La parte demandante basó su reclamación en una imagen de 

una “crema hidratante de coco”16 y en dos facturas17, cada una emitida 

por una de las sociedades demandadas.  

 

6.2. A su vez, en el interrogatorio de parte18, la representante de 

Mariva S.A.S., señaló haber presentado la demanda tras enterarse por 

terceras personas de la comercialización, situación que calificó como 

“una falta de respeto”. Insistió, en varias oportunidades, que 

desconocía si el producto mostrado en la fotografía correspondía a su 

propia línea y que en ningún momento consideró necesario consultar 

con la maquila, Casvior S.A.S., para verificar si aquella crema había 

sido elaborada por esa empresa o si era un elemento falsificado. 

 

6.3. Así, en lo que hace puntualmente a las infracciones alegadas 

y sobre los supuestos fácticos del literal a) del artículo 155, dígase que:  

 

6.3.1. Frente al primer supuesto, no se acreditó la incorporación 

del signo en productos de igual categoría de los amparados, pues, 

aunque la imagen allegada permite advertir la presencia de la marca 

invocada que es semejante a la protegida, su exhibición no brinda 

certeza sobre el origen del artículo y, menos aún, sobre la intervención 

de las demandadas en su elaboración, distribución o venta.  

 

Además, aun cuando se allegaron dos recibos de compra19, no se 

probó su correspondencia con el objeto retratado y tampoco se 

estableció que los bienes fueran los mismos de la fotografía o cuál de 

las dos empresas efectuó su comercialización; deficiencia probatoria 

que impide establecer vínculo entre el signo alegado como infringido y 

                                                 
16 Carpeta No. 010-MEMORIAL; archivo No. 24037453--0001200013.jpg. 
17 Carpeta No. 010-MEMORIAL; archivos Nos. 24037453--0001200010.jpg, 24037453—
0001200011.jpg. 
18 Carpeta No. 031-AUDIENCIA No.3702 Y VIDEO; archivo No. 24037453--0003800001.mp4. 
19 Carpeta No. 010-MEMORIAL; archivos Nos. 24037453--0001200010.jpg, 24037453—
0001200011.jpg. 
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una actuación de las convocadas como sujetos pasivos de la acción, 

circunstancia indispensable para tener por configurada la conducta. 

 

En este punto, conviene precisar que el hecho de que Helena 

Rodríguez de García, haya sido titular de la marca con anterioridad y 

que actualmente ostente la representación legal de las demandadas, 

no guarda relación con la conducta reprochada.  

 

Esto, pues si bien podría tratarse de una cuestión de índole 

familiar que eventualmente tendría conexión con los hechos, tal 

afirmación permanece en el terreno de los supuestos, en razón que no 

obra en el plenario prueba alguna que, cuando menos de manera 

indiciaria, permita al Tribunal establecer un vínculo económico, 

comercial o funcional entre los derechos previamente ostentados sobre 

el signo y la fabricación o comercialización del producto objeto de 

controversia y, menos aún, la presencia de una relación negocial entre 

la señora Rodríguez de García y las accionadas, en la cual la primera 

haya autorizado a las segundas su distribución y no haya enterado de 

esa situación a Mariva S.A.S. al momento de la cesión de la marca20. 

 

Con todo, las manifestaciones de la representante legal de Mariva 

S.A.S., quien afirmó que “unas amigas” le contaron sobre la supuesta 

venta y que presentó la demanda porque lo consideró “una falta de 

respeto”, no constituyen elemento demostrativo de una operación 

mercantil, acto de competencia o uso efectivo del signo en el mercado. 

 

6.3.2. En cuanto a la segunda hipótesis, contemplada en el literal 

a), bastará decir que este no resulta aplicable al caso, por cuanto la 

marca “Elena del Mar”, fue registrada para identificar productos y no 

servicios21. En consecuencia, no puede predicarse el uso del signo en 

bienes vinculados con prestaciones protegidas, ya que el alcance de la 

protección concedida se limita al intercambio de artículos cosméticos. 

 
                                                 
20 Carpeta No. 019-MEMORIAL DESCORRE TRASLADO EXCEPCIONES DE MERITO; archivos No. 
24037453—0002300004.pdf, páginas 4 y 5. 
21 Carpeta No. 010-MEMORIAL; archivo No. 24037453--0001200009.pdf. 
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6.3.3. Finalmente, en lo que atañe al tercer punto, éste tampoco 

tiene cabida en este asunto, por cuanto no se controvierte el uso del 

signo en envases, envolturas o embalajes del producto.  

 

En efecto, no existe prueba que indique la reproducción del 

distintivo en la presentación del bien, y la foto22, aunque muestra el 

logo, no acredita que se trate de una infracción relacionada con el 

empaque o acondicionamiento, de modo que esa hipótesis no 

encuentra correspondencia con los hechos debatidos en el sub judice. 

 

6.4. En el mismo sentido, tampoco se acreditan los elementos 

constitutivos de la conducta del literal d) que se acusó de infringida. 

 

6.4.1. En efecto, no se aportaron documentos que acrediten actos 

de promoción, distribución o venta en los cuales se haya utilizado la 

denominación cuestionada. Además, no se allegaron pruebas de 

registros electrónicos, material gráfico o piezas comerciales que 

evidencien la exposición del signo en el mercado. 

 

Esto, pues si bien se constató la existencia de una página web 

asociada a las convocadas23, en ella el bien identificado con la marca 

“Elena del Mar” aparecía agotado, circunstancia que no permite inferir 

que existió una oferta real, disponibilidad efectiva o transacciones 

mercantiles recientes respecto del producto opugnado. 

 

6.4.2. Adicionalmente, no se demostró la existencia del riesgo de 

confusión o de asociación exigido por la norma. Esto, en la medida en 

que las afirmaciones de la representante de Mariva S.A.S. 24, basadas 

en comentarios de terceras personas y apreciaciones subjetivas, no 

constituyen prueba del impacto del signo en el consumidor y, menos 

aún, del posible error sobre el origen empresarial de los bienes.  

 

                                                 
22 Carpeta No. 010-MEMORIAL; archivo No. 24037453--0001200013.jpg. 
23 Carpeta No. 001-PRESENTACIÓN; archivo No. 24037453--0000000009.mp4. 
24 Carpeta No. 031-AUDIENCIA No.3702 Y VIDEO; archivo No. 24037453--0003800001.mp4. 
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En ese contexto, no se probó el uso en el comercio del signo o la 

potencial confusión en el mercado, por lo que no se configura la 

infracción descrita en el literal d) de la norma andina. 

 

7. Por lo anterior, advierte el Tribunal la respuesta negativa al 

primer problema jurídico planteado, al no haberse demostrado la 

configuración de las infracciones marcarias previstas en los literales 

a) y d) del artículo 155 de la Decisión 486 de la Comunidad Andina. 

 

8. Para concluir, es del caso despachar desfavorablemente los 

demás reparos propuestos por la apelante, en el siguiente sentido: 

 

8.1. Sostuvo la apelante que, como en la demanda se formuló una 

premisa indefinida sobre la falta de autorización para vender los 

productos marcados de “Elena del Mar”, correspondía a las accionadas 

probar la legitimidad de su comercialización, por cuanto los hechos 

discutidos se vinculaban con sus propias operaciones económicas, y, 

en consecuencia, solo ellas estaban en capacidad de aportar las 

pruebas que sustentaran su versión de los hechos. 

 

Al respecto, es necesario efectuar dos precisiones: 

 

8.1.1. La primera, frente a la carga de la prueba, esta  recae sobre 

quien demanda o quien excepciona.  

 

Según el artículo 167 del Código procesal, “[i]ncumbe a las partes 

probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto 

jurídico que ellas persiguen” y, en ese orden, era a la parte accionante 

a quien correspondía acreditar los hechos de la infracción que invocó.  

 

En efecto, para la Sala de Casación Civil, Agraria y Rural de la 

Corte Suprema de Justicia, “es a la víctima o solicitante del 

resarcimiento a quien compete probar los supuestos fácticos para su 

reconocimiento”25, cuestión que cobra relevancia de cara al interés que 

                                                 
25 CSJ. SC-4232 del 23 de septiembre de 2021. MP. Álvaro Fernando García Restrepo 
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cada quien tenga en el litigio: “al demandante, el deber de acreditar 

que su contraparte se ha obligado por la ley o por su voluntad a 

un determinado comportamiento que debe declararse o 

cumplirse (hecho constitutivo) y el demandado la demostración del 

hecho modificatorio, extintivo o impeditivo del nacimiento de la 

obligación reclamada”26 (se destaca). 

 

8.1.2. Y la segunda, sobre las afirmaciones indefinidas. 

 

Al respecto, cumple memorar que “la sola atestación de falta de 

ocurrencia de una determinada situación no implica que se configuren 

los efectos del inciso segundo del artículo 177 del estatuto procesal 

civil”27, hoy artículo 167 procesal, puesto que “los mismos dependen 

de la imposibilidad práctica de acreditar ciertas circunstancias que son 

indefinidas en el tiempo y no se contraponen a afirmaciones previas que 

se pretenden desvirtuar”28, según el Alto Tribunal. 

 

De igual forma, en tiempos más recientes, la jurisprudencia ha 

decantado que “la inversión de la carga de la prueba no opera con 

simplemente negar la ocurrencia de un hecho, pues hay casos en los 

que su definición permite demostrar la negativa”, siempre que la parte 

cuente con “las herramientas procesales que le permiten acreditarla”29. 

 

Luego, “la negación o afirmación indefinidas son aquellas 

que no son susceptibles de demostración a través de ningún 

medio de convicción, pues implican cargas procesales imposibles de 

acatar, de allí que estén eximidas de prueba”30 (se destaca). 

 

Así pues, no basta afirmar que algo dejó de suceder para liberarse 

de las cargas probatorias que imponen las normas procesales. 

 

                                                 
26 Ibid. Citando a la Corte Constitucional. C-790 de 2006. 
27 CSJ. SC-9072 del 11 de julio de 2014. MP. Fernando Giraldo Gutiérrez. 
28 CSJ. SC-9072 del 11 de julio de 2014. MP. Fernando Giraldo Gutiérrez. 
29 CSJ. SC-3375 del 01 de septiembre de 2021. MP. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. 
30 Ibid. 
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8.1.3. De lo expuesto se desprende que, las premisas contenidas 

en la demanda no constituyen negaciones o afirmaciones indefinidas, 

pues todas podían demostrarse mediante los medios de convicción 

ordinarios previstos en la ley procesal.  

 

Si la parte actora consideraba, que las demandadas conservaban 

en su contabilidad documentos que pudieran demostrar la 

adquisición ilegítima de los productos identificados con la marca 

“Elena del Mar”, tenía la posibilidad de solicitar su exhibición conforme 

lo permite el artículo 265 del Código General del Proceso, a fin de 

sustentar con respaldo probatorio la infracción que alegó y dilucidar 

el origen cierto de los bienes acusados de apócrifos. 

 

Del mismo modo, la accionante disponía de medios idóneos para 

establecer la autenticidad o falsedad de la “crema hidratante de coco”, 

con el fin de acreditar alguno de los supuestos fácticos previstos en el 

literal a) del artículo 155 de la Decisión 486 de la Comunidad Andina, 

tales como, solicitar información al fabricante, promover la práctica de 

un dictamen pericial o aportar muestras físicas del producto 

indubitado para compararlo con el que dijo haber adquirido 

ilegítimamente, diligencias que omitió por completo. 

 

Por lo tanto, si actuó con incuria durante el juicio que ella misma 

promovió, no puede ahora invocar una imposibilidad probatoria para 

liberarse de su carga, pues los hechos alegados eran plenamente 

verificables mediante los mecanismos procesales a su disposición. 

 

8.2. La apelante también sostuvo que debía valorarse la confesión 

como medio de prueba de los hechos reclamados, derivada tanto de la 

conducta procesal asumida por las demandadas al dejar comparecer 

sin justificación a la citada vista pública, como de las preguntas 

remitidas en sobre cerrado antes de la audiencia inicial. 

 

8.2.1. Frente al primer aspecto, recuérdese que el numeral 4º del 

artículo 372 del Código General del Proceso, instituye la confesión ficta 
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como sanción a la inasistencia no justificada a la audiencia inicial. Sin 

embargo, esta no opera automáticamente, pues establece “como 

presupuesto de su aplicación que los hechos pasibles de tal medida, 

amén de hallarse contenidos en la demanda, sean «susceptibles de 

confesión», y memórese que al tenor del precepto 191 ejusdem, para que 

se estructure el mencionado medio persuasivo se requiere, entre otras 

cosas, que «verse sobre hechos personales del confesante o de los que 

tenga o deba tener conocimiento”31, según el Alto Tribunal. 

 

Presupuesto que no se cumple en este asunto, por las siguientes 

razones: i) los apartados relativos a la marca registrada, su titularidad 

y su protección judicial corresponden a cuestiones propias de Mariva 

S.A.S., cuyo conocimiento no está en cabeza de las demandadas, 

además de no generarles consecuencias adversas en caso de ser 

admitidos; y ii) los hechos en que se aludió a la supuesta infracción, 

resultan demasiado amplios o mencionan situaciones ajenas a la 

esfera personal de las convocadas, dada la mención a terceros, por lo 

que trascienden el ámbito de los hechos susceptibles de confesión del 

artículo 191 del Código General del Proceso, pues no se refieren a 

actos individuales de la demandada o a comportamientos específicos, 

sino a una realidad compleja demostrable con otros medios de 

convicción, motivo por el cual carecen de valor confesional. 

 

Es que no es dable admitir que la falta de determinación de los 

hechos por parte de la defensa de Mariva S.A.S. genere consecuencias 

perjudiciales para la contraparte, en la medida en que la aplicación de 

la confesión ficta “pende del correlativo cumplimiento de los requisitos 

de la demanda, de modo que, si el accionante no ha relatado en ella 

“{l}o que se pretenda, expresado con precisión y claridad” (núm. 4 art. 

82 C.G.P.), separadamente de “{l}os hechos que le sirven de 

fundamento a las pretensiones, debidamente determinados, 

clasificados y numerados”32, no hay lugar a la sanción procesal.  

 

                                                 
31 CSJ. SC-040 del 16 de marzo de 2023. MP. Hilda González Neira. 
32 CSJ. SC-505 del 17 de marzo de 2022. MP. Hilda González Neira. 
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8.2.2. Sobre el segundo punto, esto es, la calificación dada a las 

preguntas allegadas por escrito, véase que ninguna es susceptible de 

confesión, pues refirieron hechos impersonales o de carácter jurídico 

que no recaían sobre actos del interrogado, sino sobre cuestiones que 

requerían comprobación mediante otras pruebas.  

 

En este punto, debe insistir el Tribunal en que las referencias a 

la comercialización de productos en medios digitales, la existencia de 

derechos marcarios, la ausencia de autorización o la procedencia de 

los bienes, además de ser hechos demostrables mediante documentos 

como registros contables o informes técnicos, resultaron imprecisas y 

de formulación amplia, razón por la cual no pueden tenerse por 

comprobadas con una simple respuesta afirmativa o negativa.  

 

A ello se suma que varios de los puntos introdujeron nuevamente 

aspectos vinculados con terceros, como la sociedad Mariva S.A.S. o los 

fabricantes, lo que acentúa su falta de correspondencia con el ámbito 

de los hechos susceptibles de confesión. 

 

8.3. En cuanto al contrato de distribución suscrito con 

posterioridad a la práctica de las medidas cautelares, se advierte que 

ese instrumento no contempló secuela retroactiva alguna, por lo que 

carece de incidencia en los hechos de este litigio. En realidad, se trató 

de un acontecimiento posterior y autónomo, cuya celebración no 

proyecta efectos sobre situaciones anteriores y no es relevante para 

determinar la existencia de las infracciones marcarias discutidas. 

 

8.4. Finalmente, no hay lugar a emitir pronunciamiento respecto 

de la existencia de una relación contractual anterior entre las partes, 

la eventual incidencia de Helena Rodríguez de García o la conducta 

atribuida a Proyectos Visionarios S.A.S., porque, al no acreditarse la 

infracción marcaria alegada, conforme se expuso precedentemente, no 

es posible establecer vínculo alguno entre la conducta investigada y la 

cesión del signo, la representación legal ejercida por la referida 

persona o la participación de la segunda sociedad convocada.  
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En resumen, ante la falta de prueba del hecho principal, esto es, 

la infracción, cualquier consideración sobre los citados reparos carece 

de sustento y se torna irrelevante para los fines del litigio. 

 

9. Por todo lo argumentado, se confirmará la sentencia apelada, 

aunque por las razones expuestas en esta providencia.  

 

10. No habrá condena en costas por no estar causadas, según 

autoriza el numeral 8º del artículo 365 del Código General del Proceso. 

 

III. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

DEL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

administrando justicia en el nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la ley,  

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 18 de julio de 

2025 por la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de la 

Superintendencia de Industria y Comercio, pero por los argumentos 

expuestos en la parte motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO: Sin condena en costas. 

 

TERCERO: DEVUÉLVASE el expediente a la Superintendencia de 

origen. Oficiar y dejar las constancias que correspondan. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

FLOR MARGOTH GONZÁLEZ FLÓREZ 

Magistrada 

  

JOSÉ ALFONSO ISAZA DÁVILA 

Magistrado 

  

MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada 
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